
Unidad 7

• Procedencia constitucional.



UNIDAD 7
PROCEDENCIA CONSTITUCIONAL

7.1 ART. 103 CONSTITUCIONAL

Este precepto de la Constitución federal prevé la procedencia genérica del juicio
de amparo en los siguientes términos:

Art103 Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se
suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;
II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía
de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y
III. Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que
invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.

De acuerdo con el artículo constitucional respectivo la procedencia genérica del
juicio de amparo corresponde a la jerarquización de los tribunales de la
Federación, la cual se encuentra plasmada en el art. lo. de la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación, de la manera siguiente:

Art 1 o. El Poder Judicial de la Federación se ejerce:

I. Por la Suprema Corte de Justicia de la Nación;
II. Por los tribunales colegiados de circuito;
III. Por los tribunales unitarios de circuito;
IV. Por los juzgados de distrito;
V. Consejo de la Judicatura Federal;
VI. Por el Jurado Federal de Ciudadanos; y
VII. Por los tribunales de los estados y del Distrito Federal, en los casos previstos
por el art. 107, frac. MI, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los demás en que, por disposición de, la ley, deban actuar en



auxilio de la justicia federal.

Dentro de la propia Ley Orgánica citada se establecen las funciones que cada una
de las autoridades mencionadas desempeñan en materia de amparo, de donde
resulta que no todas ellas conocerán del juicio de amparo, sino solo algunas de
ellas.

Así, la Suprema Corte de Justicia de la Nación conoce del juicio de amparo
solamente en casos excepcionales, conforme a lo que dispone el art. 182 de la
Ley de Amparo, al ejercer la facultad de atracción que en el mismo se contiene,
dado que por disposición expresa del art. 107, frac. V de la Constitución general
de la República y del art. 158 de la ley de la materia, el amparo contra sentencias
definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio sea que la violación se
cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, será competencia del
tribunal colegiado de circuito que corresponda, de donde deviene que este tipo de
juicio de amparo es competencia de los tribunales colegiados de circuito, como se
puede advertir de lo establecido en el art. 37 de la Ley Orgánica de referencia, el
que veremos posteriormente al analizar el juicio de amparo directo.

Los tribunales unitarios de circuito tienen competencia para conocer del juicio de
amparo indirecto, según lo previsto en el art. 107, frac. XII de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el art. 29, frac. I de la Ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación de 1995, que a continuación se transcriben:

XII. La violación de las garantías de los arts. 16, en materia penal, 19 y 20 se
reclamará ante el superior del tribunal que la cometa, o ante el juez de distrito o
tribunal unitario de. circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro
caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la frac.

VIII. Si el juez de distrito o tribunal unitario de circuito no residieren en el mismo
lugar que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante
el que ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspenden
provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley
establezca.

Art 29 Los tribunales unitarios de circuito conocerán:

I. De los juicios de amparo promovidos contra actos de otros tribunales unitarios



de circuito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto
por la Ley de Amparo respecto de los juicios de amparo indirecto promovidos ante
juez de distrito. En estos casos, el tribunal unitario competente será el más
próximo a la residencia de aquel que haya emitido el acto impugnado.

De los textos antes transcritos, tenemos que los tribunales unitarios de circuito,
tienen competencia para conocer de los amparos indirectos que se promuevan

a) Por violaciones a los arts. 16, en materia penal, 19 y 20 de la Constitución
federal, esto es, en jurisdicción concurrente, y

b) Contra actos de otros tribunales unitarios de circuito que no constituyan
sentencias definitivas en términos de la Ley de Amparo respecto de los juicios de
amparo indirecto promovidos ante juez de distrito.

En el primer caso no existe ningún problema, pues la competencia del tribunal
unitario de circuito para conocer del juicio de amparo indirecto está precisada
claramente. Sin embargo, en el segundo caso y a pesar de que estimamos que
también resulta totalmente clara y precisa, pues determina que cuando se
promueva un amparo indirecto en contra de actos de un tribunal unitario de circuito
debe conocer otro tribunal unitario de circuito que esté más próximo a la
residencia de aquel que haya emitido el acto en contra del cual se interpone
amparo, y que se corrobora con el criterio sostenido por el Segundo Tribunal
Colegiado del Decimonoveno Circuito al resolver el Amparo Directo 722/94
promovido por Lorenzo Hernández Rodríguez, el 8 feb. 1995, por unanimidad de
votos, siendo ponente el magistrado Lucio Antonio Castillo González, y que se
localiza bajo el rubro:

Amparo indirecto. Cuando se reclaman actos de un tribunal unitario. Competencia
para conocer del. Por disposición del art. 107, frac. XII de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, reformada, y 37, frac. I de la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación, vigente, tratándose de aquellos actos a que se
refiere el art. 114 de la Ley de Amparo que hayan sido dictados por un tribunal
unitario de circuito, es competente para conocer del juicio de garantías indirecto
otro tribunal de igual jerarquía y no un juez de distrito, ya que esa es la intención
de la reforma al otorgar facultades a los unitarios para conocer del juicio
constitucional.

Cabe hacer notar que el art. 37, frac. I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la



Federación que señala el tribunal colegiado antes citado es el actual 29, frac. I de
la misma ley. Hay que señalar que existe un criterio contrario e inexacto sostenido
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito que está
contenido en dos ejecutorias al resolver los Amparos en Revisión 1862/95 y
2452/95, y que afortunadamente fueron resueltos por mayoría de votos de los
magistrados integrantes de ese tribunal en contra del voto disidente del
magistrado José Joaquín Herrera Zamora, criterio que se registró bajo el rubro:

Amparo indirecto en materia civil promovido contra actos de un tribunal unitario.

No es competencia de diverso tribunal unitario, que no vamos a transcribir porque
estimamos que las razones aducidas en dichas ejecutorias no son válidas para
alterar el contexto de la ley, esto es, el art. 29, frac. I de la Ley Orgánica citada, ya
que hay un principio general que dice que donde la ley no distingue no es lícito
distinguir, y si el referido numeral 29 no hace distingos de ninguna especie, pues
no señala si es en materia civil o penal, el tribunal colegiado no está facultado para
hacer esa distinción, y aún más cuando trata el art. 42 de la Ley de Amparo se
aprecia a todas luces su falta de actualización en la materia. Por tanto, no basta
que en la Constitución se haya previsto textualmente la cuestión inherente a la
materia penal (art. 107, frac. XII), para desvirtuar la intención del legislador, pues
si el espíritu del mismo hubiese sido que únicamente los tribunales unitarios de
circuito conocieran de amparo indirecto en materia penal, así lo hubiese
establecido, pero no fue así, y la aparente contradicción que existe con la Ley de
Amparo es que ésta iba a sufrir reformas que finalmente no se dieron y por ello el
art. 42 quedó como se encontraba redactado y todavía más debe tenerse en
consideración que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación es una ley
de reciente creación (may. 1995), por consiguiente, advertimos una contradicción
de tesis que debe ser resuelta por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que
esperemos lo haga en forma adecuada y decida la tesis que sea idónea y no la
que sostiene el tribunal colegiado citado en segundo término, es decir, que se
incline por la que sostiene que el amparo indirecto en materia civil que se
promueva contra actos de un tribunal unitario de circuito debe conocer otro tribunal
unitario de circuito, por estar acorde a lo que dice el art. 29, frac. I de la citada ley,
y que si la Ley de Amparo no está actualizada y la Constitución debidamente
reformada ello le resulta imputable al legislador, que debió al elaborar la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, homologar dicha disposición
reformando la Constitución en el art. 107, frac. XII y la Ley de Amparo, para evitar
que surgieran confusiones como la que ahora comentamos. Razón por la cual, o la
Corte adopta la tesis adecuada al resolver contradicción de tesis o el legislador
modifica la Constitución y la Ley de Amparo, para que el espíritu que lo inspiró a
otorgarle facultades al tribunal unitario de circuito para conocer del juicio de
amparo indirecto sea en forma adecuada y genérica, tal y como lo señala el
multicitado art. 29, frac. I de la ley tantas veces citada.



En cuanto a los juzgados de distinto se refiere, conocen del juicio de amparo en
las diversas materias, conforme lo estatuyen los arts. 52, 53 y 55 de dicha ley.

Por lo que ve al Jurado Federal de Ciudadanos, de acuerdo con lo establecido en
el art. 56 de la multicitada ley, tiene por objeto resolver, por medio de un veredicto,
las cuestiones de hecho que le somete el juez de distrito con arreglo a la ley, por
lo cual no conoce del juicio de amparo.

Finalmente, los tribunales de los estados y del Distrito Federal ejercerán el poder
Judicial de la Federación y conocerán del juicio de amparo, no en todos los casos,
sino sólo en aquellos a que se refiere el art. 107, frac. XII, primer párr. de la
Constitución federal, de donde se desprende que será únicamente en amparo
indirecto, cuando se promueva por violación a las garantías individuales previstas
en los arts. 16, en materia penal, 19 y 20 constitucionales.

De lo expresado, podemos concluir que, de acuerdo con lo relatado, los tribunales
de la Federación que conocen del juicio de amparo son en esencia dos, el tribunal
colegiado de circuito en amparo directo, en amparo indirecto juez de distrito,
generalmente, y tribunal unitario de circuito en los casos expresamente
contemplados en el art. 107, frac. XII constitucional y 29, frac. I de la Ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación, de manera excepcional la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, y, sólo en los casos en que la ley lo permita, los tribunales
de los estados y del Distrito Federal. Aunque hay que reconocer que la Corte y los
tribunales colegiados de circuito conocen del juicio de amparo en revisión como se
verá en forma posterior.

Una vez que se ha precisado cuales son los tribunales de la Federación, ahora
pasaremos al análisis del art. 103 en las fracciones que lo integran.

La ley o el acto de autoridad son parte medular dentro del juicio de amparo, que
con la denominación de acto reclamado se impugna en el juicio de garantías.

El concepto de autoridad a que alude el art. 103, frac. I de la Constitución federal,
es el que para considerarse autoridad debe tener un poder de decisión y
ejecución, siendo de facto o de jure y, que pueda producir una afectación en la
esfera de los particulares, obligando a éstos a cumplir sus determinaciones aun
por medio de la fuerza. De donde resulta que los actos que se realizan tienen el



carácter de imperativos, unilaterales y coercitivos, ya que si no fuese así no se
podría hablar de autoridad, pues es de explorado derecho que el Estado tiene una
doble personalidad que es precisamente cuando actúa como ente de derecho
público y cuando actúa como ente de derecho privado, es decir, con aquella
personalidad ejerce actos como entidad soberana en una situación de supra o
subordinación en relación con los gobernados, en tanto que en ésta realiza actos
de coordinación en relación con los particulares, lo que significa que se encuentra
en un mismo plano; razón por la cual hay que determinar de manera exacta
cuándo el Estado actúa en una u otra forma para que así pueda establecerse
cuándo puede promoverse un juicio de amparo en términos del art. 103 y cuándo
puede promoverse un juicio del orden federal en contra del mismo.

Ahora bien, el concepto de ley a que se refiere la frac. I del numeral en comento,
debe entenderse en su acepción más amplia, esto es, que no sólo la ley en
sentido estricto debe interpretarse para efectos de esta fracción, sino que el
significado de ley, para efectos de la procedencia del juicio de amparo, es que
puede ser federal, local o del Distrito Federal, puede tratarse de un tratado
internacional, un reglamento federal expedido por el presidente de la República,
un reglamento expedido por el gobernador de un estado o por el jefe del Distrito
Federal, decretos y acuerdos de observancia general y obligatoria que por su sola
entrada en vigor o mediante un acto de aplicación causen perjuicio al gobernado
(quejoso). Así en este sentido debe entenderse el concepto de ley para efectos del
amparo, no debiéndose olvidar que tales actos legislativos pueden ser
impugnados en lo general, es decir, el ordenamiento en su totalidad, o bien, en
particular, o sea, uno o varios preceptos que lo integran.

Asimismo, cuando el acto legislativo presuntamente violatorio de garantías causa
perjuicio al gobernado por su sola entrada en vigor, recibe la denominación de ley
aplicativa, debiéndose interponer el amparo dentro del término de 30 días
contados a partir de la fecha de entrada en vigor de la ley, y cuando el acto
legislativo no causa un perjuicio al gobernado por su sola entrada en vigor, sino
que requiere de un acto posterior de aplicación por parte de la autoridad, entonces
recibe la denominación de ley heteroaplicativa, en contra de la cual debe
promoverse el amparo dentro del término de 15 días contados a partir del. acto de
aplicación.

Por lo que se refiere a la denominación de actos de autoridad derivados de la frac.
I del art. 103 constitucional, éstos pueden ser: actos de autoridades
administrativas, locales o federales; actos de tribunales judiciales, administrativos
o del trabajo, fuera, dentro o después de concluido el juicio, ya sean de decisión o
de ejecución, y que dichos tribunales pueden ser locales o de carácter federal
(exceptuando, desde luego aquellos que conozcan del juicio de amparo, porque



contra actos surgidos de este juicio el amparo es improcedente).

A continuación, y siguiendo con el análisis de la fracción en comento, se requiere
necesariamente que exista una violación a las garantías individuales, lo que
implica que es el gobernado quien puede realizar la promoción del juicio de
amparo, es decir, que sea la persona agraviada por el acto de autoridad en su
esfera jurídica y con afectación a sus garantías individuales, las que se encuentran
contenidas en la propia Constitución federal.

En lo referente a las fracs. II y III del art. 103 constitucional, debe decirse que
estos son los casos que en doctrina y en la práctica se les denomina "invasión de
esferas", pero que necesariamente tendrá que promoverlo el gobernado y siempre
que haya violación a sus garantías individuales, así como lo ha sostenido nuestro
más alto tribunal de la Federación en la Tesis Jurisprudencial 100, publicada en la
p. 189 de la primera parte, correspondiente al Pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación y que aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la
Federación, 19171988, que textualmente expresa:

Invasión de esferas de ta Federación a los estados y viceversa, Amparo por. El juicio de amparo
fue establecido por el art. 103 constitucional, no para resguardar todo el cuerpo de la propia
Constitución, sino para proteger las garantías individuales, y las fracs. II y III del precepto
mencionado, deben entenderse en el sentido de que sólo puede reclamarse en el juicio de
garantías una ley federal, cuando invada o restrinja la soberanía de los estados, o de éstos, si
invade la esfera de la autoridad federal, cuando existe un particular quejoso, que reclame violación
de garantías individuales en un caso concreto de ejecución o con motivo de tales invasiones o
restricciones de soberanía. Si el legislador constituyente hubiese querido conceder la facultad de
pedir amparo para proteger cualquier violación a la Constitución, aunque no se tradujese en una
lesión particular lo hubiese establecido de una manera clara, pero no fue así, pues al través de las
Constituciones de 1857 y 1917, y de los proyectos constitucionales y actas de reforma que las
precedieron, se advierte que los legisladores, conociendo ya los diversos sistemas de control que
pueden ponerse en juego para remediar las violaciones a la Constitución, no quisieron dotar al
poder Judicial federal de facultades omnímodas, para oponerse a todas las providencias
inconstitucionales, por medio del juicio de amparo, sino que quisieron establecer éste, tan sólo
para la protección y goce de las garantías individuales.

Cabe hacer notar que con la reforma que se formuló a la fracción que se analiza,
por decreto publicado en el DO 31 dic. 1994, se incluye al Distrito Federal, como
órgano o autoridad que puede invadir la esfera de la Federación o viceversa;
reforma que se efectuó en función de la creación de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal que la Constitución le otorga facultades para legislar en
determinadas materias, conforme a lo que dispone el art. 122 de dicha ley
fundamental, por la cual, es evidente que podría invadir la esfera de la Federación
y contrario sensu, ésta también puede invadir la esfera del Distrito Federal, por



carecer de alguna de las facultades que antes tenía para legislar y reglamentar lo
relativo al Distrito Federal.


